A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 12 de octubre de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, de Lázzari, Pettigiani, Hitters, Soria, Genoud, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 81.870, "Milanese, Ismael Omar contra Provincia de Buenos Aires. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S

La Sala II de la Cámara Segunda de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata hizo lugar a la demanda por daños y perjuicios, fijando el monto a abonar con más sus intereses, con costas a la accionada vencida (fs. 1550/1569).

Se interpuso, por el letrado apoderado del actor, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 1578/1591 vta.).

Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

I. La Sala II de la Cámara Segunda de Apelación en lo Civil y Comercial de La Plata hizo lugar a la demanda por daños y perjuicios entablada por el señor Milanese contra la Provincia de Buenos Aires, por entender que esta última concurrió "en un cincuenta por ciento a la producción de los anegamientos que afectan la propiedad de la actora" (fs. 1550/1569).

II. La parte actora deduce recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley contra ese pronunciamiento en el que denuncia la violación de los arts.512 , 699 , 901 , 903, 904 , 906 , 1069 , 1083 , 1109 , 1112 del Código Civil; 165 , 375 , 384 , 474 del Código Procesal Civil y Comercial y la existencia de absurdo.

III. El recurso prospera parcialmente.

a. La Cámara juzgó que las obras realizadas en las Provincias de La Pampa y Córdoba -por particulares o por el Estado- y las realizadas por la Provincia de Buenos Aires concurrieron causalmente en la producción del daño cuya reparación motiva estos autos (fs. 1557 vta./1560).

En ese esquema consideró que las obras realizadas en las provincias no demandadas en esta causa, "motivo" del ingreso de aguas en la Provincia de Buenos Aires, ". configuran tan sólo un eximente parcial de responsabilidad para la aquí demandada, ya que su accionar modificó el curso natural que hubieran seguido tales aguas.", definiendo en un cincuenta por ciento el porcentaje en el que debía establecerse la obligación del Fisco bonaerense de mantener indemne a la parte que reclama (fs. 1559 vta./1560).

b. La actora denuncia agravios en torno a cuatro cuestiones que identifica como: a) la infundada eximición parcial de responsabilidad de la demandada; b) la ignorada solidaridad entre los coautores del daño que conduce a la responsabilidad plena e integral de la accionada; c) y d) la arbitraria disminución del lucro cesante sufrido como así también la limitación del futuro.

Respecto del primero de los enunciados, el recurrente denuncia por absurdo el razonamiento desplegado por la Cámara y concretado en una sentencia autocontradictoria. En su opinión, no puede afirmarse sin incurrir en tal vicio, que las obras realizadas por la demandada modificaron el curso natural de las aguas y por ello se anegaron los campos a la vez que, las causas antecedentes -que tenían otro destino- concurrieron en la producción de los daños.En ese orden, concluye que tal raciocinio viola y desnaturaliza los arts. 901, 903, 904 y 906 del Código Civil; 384 , 374 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires.

c. En una causa anterior en la que se ventilaba un conflicto sustancialmente análogo al presente (Ac. 65.135, sentenciada el 19-II-2002) presté adhesión al voto del doctor de Lázzari, finalmente en minoría, cuyos fundamentos principales me permito reproducir en esta oportunidad, puesto que, como en aquélla, los términos del recurso obligan a definir en el terreno del derecho la incidencia de determinadas condiciones en el resultado dañoso.

Para ello, resulta menester, de modo previo, reseñar los tramos de la sentencia impugnada relevantes para decidir el recurso en tratamiento. En ese orden, cabe recordar que el juzgador dedicó el capítulo III de su decisión a establecer determinadas pautas fácticas que no merecieron objeción de las partes.

Sintetizándolas, el a quo señaló, sobre la base de la tarea pericial llevada a cabo en autos, que la inundación sufrida por el campo de la actora se debió a que el Bajo La Vidaña, lugar donde desemboca el canal que deriva las aguas del Río Quinto desde la Provincia de Córdoba, en el año 1984, quedó colmado. Ante esa circunstancia, en varios puntos de ese canal la provincia demandada abrió compuertas y practicó taponamientos a los fines de preservar, entre otros lugares poblados, la ciudad de Trenque Lauquen, aunque ". sin llegar a darles una solución, al sector agropecuario" (v. fs.1551 vta./1552 vta.).

En la sentencia se transcriben pasajes de los dictámenes técnicos, entre otros, el que señala que ". el obrar de la Provincia modificó las condiciones naturales, al conducir las aguas desde el bajo La dulce por el canal Río V hasta Vidaña, en Trenque Lauquen (.) de no haberse realizado las canalizaciones en la zona, las aguas, debido a la geomorfología local, se hubieran volcado hacia la Provincia de La Pampa" (fs. 1552). Detalla que el hecho decisivo, a criterio del experto, fue el cierre de la compuerta reguladora de progresiva (fs. 1553). A ello agrega que la relación de causalidad entre la inundación de la propiedad de la actora y las obras hidráulicas realizadas en la Provincia de Buenos Aires fue establecida en los precedentes de la Corte nacional "Cachau", "Don Santiago S.C.A." y "Estancias Marr S.A.I.A.F. e I.", todos fallados el 16 de abril de 1993.

Luego, en capítulos IV y V, dedicados a los temas de las lluvias y el Río Quinto respectivamente, siempre con respaldo en los informes de los especialistas, se expresó que las precipitaciones pluviales por sí solas -sin el aporte de los derrames del Río Quinto- no tenían entidad para crear las condiciones generadoras de anegamientos y salinización de la zona afectada en caso que hubiese prevalecido la situación hidrográfica original (fs. 1554 y vta.). En el mismo sentido, se deja expresa constancia de las conclusiones de la perito geóloga quien, luego de analizar las obras de canalización, dictaminó que en caso de no haber existido estas últimas los excesos del Río Quinto ". muy probablemente hubieran drenado hacia esa serie de depresiones encadenadas" (en referencia a las que en sentido NO-SE se extienden desde los Bañados de La Amarga).

Al momento de juzgar la responsabilidad de la demandada, el fallo impugnado determinó que el ingreso de las aguas en el predio de la actora tenía causas antecedentes y causas inmediatas que influyeron en forma conjunta.En ese esquema vinculó a las obras realizadas en las Provincias de La Pampa y Córdoba, por particulares o por el Estado (respecto de las cuales afirmó que guardaban relación de causalidad adecuada con las inundaciones -fs. 1557 vta.-) y a la derivación de aguas a La Dulce y Bajo Vidaña materializada por la Provincia de Buenos Aires (con relación a la cual expresó que el hecho de ser esta última la causa inmediata de las inundaciones no quitaba aquella relación de causalidad adecuada al accionar emprendido en los restantes Estados provinciales -fs. 1558 y vta.-). Así llegó a la conclusión de que los daños no fueron causados exclusivamente por las obras emprendidas por la Provincia de Buenos Aires, sino que también incidió el referido hecho de terceros por los que no debe responder el Estado bonaerense (fs. 1558/1560), cuantificando en un cincuenta por ciento el porcentaje por el cual la Provincia de Buenos Aires debía responder (fs. 1559/1560).

IV. a. Como fuera expresado en el voto al que adherí en oportunidad de fallar la causa Ac. 65.135 ya referida, no cabe duda que el fluir del agua proveniente de otros territorios, que desviaron su curso normal, reviste el rol de condición pues si por el canal La Dulce-Vidaña no circulara ese elemento no se estaría en presencia de daño. Pero más allá de esa relación física o material, corresponde definir su proyección en el terreno jurídico.

b. De compartirse la teoría de la equivalencia de las condiciones, debería convalidarse la tesis de la sentencia pues, según ella, todas las condiciones poseen valor equivalente, de modo que si faltase una sola el suceso no hubiese ocurrido. Queda a la vista, ese criterio extiende ilimitadamente al rango de causa los innumerables hechos antecedentes.

La teoría de la causa adecuada, en cambio, sólo tiene en cuenta aquellas condiciones que, por su existencia, han vuelto objetivamente posible la realización del perjuicio. Como lo explica Goldenberg, se considera la adecuación de la causa en función de la posibilidad y la probabilidad de un resultado, atendiendo a lo que corrientemente acaece según lo indica la experiencia diaria en orden al curso ordinario de los acontecimientos. El efecto ha de ser apropiado a la forma de obrar del sujeto en función del daño resultante que era de esperar. Para que exista relación causal la acción tiene que ser idónea para producir el efecto operado, debe determinarlo normalmente. A fin de establecer la vinculación de causa a efecto entre dos sucesos es menester realizar un juicio retrospectivo de probabilidad, cuya formulación es la siguiente; ¿la acción u omisión que se juzga era per se apta o adecuada para provocar normalmente esa consecuencia? (Goldenberg, Isidoro H., "La relación de causalidad en la responsabilidad civil", Editorial La Ley, Buenos Aires, 2000, pág. 30 y sgts.).

Como ha quedado probado en autos, fue por la acción de terceros ajenos a la demandada que importantes masas de agua del Río Quinto ingresaron en el territorio de la Provincia de Buenos Aires, debiendo esta última, a fin de resolver la situación así generada, construir el canal La Dulce-Bajo Vidaña que derivó la masa líquida en cuestión. Sin embargo, el anegamiento de los terrenos, propiedad de la actora, se produjo a raíz de que el escurrimiento del agua por dicho conducto resultó interrumpido por los taponamientos realizados en la provincia demandada. Así, queda en evidencia que la acción de los terceros, aunque antecedentes o condiciones, no revistieron la relevancia jurídica de causa, porque de no haber ocurrido aquellas obstrucciones, el agua hubiese seguido su curso por el canal. Se erige, entonces, como única causa adecuada del daño, la interrupción de aquella vía, sin que existan concausas o interferencias del nexo causal por la incidencia de un factor independiente. En la especie, la condición puesta por el agente fue el taponamiento del canal que, en caso de no haber existido, no hubiera producido el desborde que afectó el campo de la accionante.

En tales condiciones, juzgo que la recurrente ha demostrado el absurdo que denunciara con mención del art. 474 del Código Procesal Civil y Comercial, pues, los razonamientos del fallo revelan una grave desinterpretación de las circunstancias probadas, quedando en evidencia asimismo la errónea aplicación de los arts. 901, 903, 904 y 906 del Código Civil, regulador de la imputación de las consecuencias de los hechos conforme al principio de la causalidad adecuada. La utilización en la sentencia de conceptos individualizados como "causas antecedentes y causas inmediatas" (fs. 1557 vta.) o "causas que influyeron en la producción de los daños" (fs. 1559 vta.) no constituye examen idóneo del punto aludido, esto es, de dicha relación de causalidad.

c. Lo resuelto en los párrafos que anteceden me exime de analizar el agravio vinculado a la ignorada solidaridad de los coautores del daño que el recurrente expresa conjuntamente con la violación de los arts. 699, 1109 y 1112 del Código Civil.

V. Finalmente y, con relación a los alegados quebrantamientos de los arts. 1069, 1083 del Código Civil; 165, 384 y 474 del Código Procesal Civil y Comercial y existencia de absurdo en vinculación con la indemnización acordada por lucro cesante (padecido y futuro), el planteo carece de sustento. Como esta Corte ya expresara en reiteradas oportunidades, la determinación del monto indemnizatorio constituye una típica cuestión de hecho que sólo puede ser revisada en casación cuando, con la debida cita legal de las normas supuestamente violadas o erróneamente aplicadas, se demuestra la existencia de absurdo (conf. Ac. 58.850, sent. del 17-X-1995; C. 55.423, sent. del 20-V-1997), vicio que, aunque denunciado en la especie, no fue demostrado. Siendo así, la queja del recurrente no supera el umbral de la mera discrepancia personal.

VI. Si lo que dejo expuesto es compartido, el recurso prospera parcialmente. Por ello, la sentencia ha de ser revocada en cuanto limita la responsabilidad de la Provincia de Buenos Aires al cincuenta por ciento, debiendo el Estado provincial responder íntegramente por el daño causado, con costas a la demandada vencida (arts. 68 y 289 , C.P.C.C.).

Voto por la afirmativa.

El señor Juez doctor de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó también por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

I. Discrepo con mis colegas preopinantes, pues considero que el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, deducido a fs. 1578/1591 vta., debe ser rechazado por los motivos que a continuación expongo.

II. a. El impugnante, en su primera crítica a la sentencia del tribunal a quo, denuncia la errónea aplicación de los arts. 901, 903, 904, 906, 1109, 512 y concordantes del Código Civil, al igual que los arts. 384, 474, 375 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial, aduciendo que han conducido a una infundada eximición parcial de responsabilidad de la demandada. Asimismo, alega que se incurrió en absurdo.

Sostiene, a fin de evidenciar dicho vicio lógico, que "el ingreso de las aguas en la Provincia de Buenos Aires, por el lugar y del modo que destaca la judicante -causas antecedentes-, en tanto 'buscaban una orientación naturalmente distinta'" (fs. 503, dict. Ing. PAEZ), no hubiese ocasionado ningún daño a la actora. La intervención de la demandada, alterando el curso normal-natural de las aguas, se muestra, entonces, como "la única y exclusiva causa del daño" (fs. 1585 vta.). Luego, a fs.1586/vta., reitera este planteo, aludiendo además que conforme el dictamen mencionado esa "orientación naturalmente distinta" que buscaban las aguas, se hubiera "volcado hacia la Provincia de La Pampa".

El recurrente concluye que la teoría de la causalidad adecuada receptada por el Código Civil, fue erróneamente aplicada por la Cámara (fs. 1586).

b. En principio, esta Suprema Corte ha manifestado que establecer el nexo causal entre el hecho y el daño constituye una típica cuestión fáctica, que sólo puede ser objeto de revisión si se demuestra que el razonamiento de los sentenciantes está afectado por el absurdo (conf. Ac. 83.472, sent. del 24-IX-2003; Ac. 85.364, sent. del 9-XI-2005).

Al respecto, se ha considerado que el absurdo sólo queda configurado cuando se demuestra el error grave, grosero y manifiesto que conduzca a conclusiones inconciliables con las constancias objetivas de la causa (conf. causas Ac. 78.987, sent. del 28-XI-2001; Ac. 79.614, sent. del 10-IX-2003; C. 95.144, sent. del 25-IV-2007).

Adelanto mi opinión en el sentido de que el impugnante no ha logrado demostrar la existencia del vicio lógico que denuncia, con el alcance recién indicado.

En efecto, advierto que al circunscribirse la crítica esencialmente a lo expuesto por la alzada en el apartado tercero del pronunciamiento (v. fs. 1551 vta./1554) y dejando sin una impugnación eficaz y concreta a lo manifestado en los apartados quinto y sexto (v. fs. 1555 vta./1560) del mismo, se ha efectuado una réplica parcializada del fallo, provocando con tal circunstancia su desinterpretación, lo cual importa que el planteo se torne insuficiente (conf. Ac. 51.728, sent. del 15-III-1994; Ac. 55.245, sent. del 14-II-1995; Ac. 57.521, sent.del 25-XI-1997).

Es que entiendo que el mencionado apartado tercero, en donde se determina la existencia de la relación de causalidad adecuada entre el obrar de la Provincia de Buenos Aires y los daños en cuestión, dándosele respuesta a los argumentos de la accionada, no debe ser escindido de los argumentos desarrollados en los puntos quinto y sexto de la sentencia. Pues en estos dos últimos, el tribunal a quo aborda detalladamente la relación de causalidad de las obras realizadas en las tres provincias: Buenos Aires, La Pampa y Córdoba, con respecto a los daños provocados.

Asimismo, cabe tener en cuenta que la evidente complejidad expositiva que requieren los hechos de esta causa, desecha con mayor fuerza aún una parcialización de los argumentos de la sentencia.

III. En segundo lugar, el recurrente aduce la violación de los arts. 1112, 1109, 699 y concordantes del Código Civil, por haberse desentendido el a quo de la solidaridad entre los "coautores" del daño, que conduce igualmente a la responsabilidad plena o integral de la demandada.

Entiendo que aquí también la crítica resulta insuficiente, toda vez que el impugnante no se hace cargo de lo expuesto por la Cámara a fs. 1559 vta. sobre la responsabilidad que le cabe a la Provincia de Buenos Aires, principalmente cuando consideró -al aludir a las obras realizadas en las Provincias de Córdoba y La Pampa, "cuya autoría carece de relevancia"- que "estuvieron a cargo de terceros por quienes la Provincia de Buenos Aires no debe responder" (fs. cit.).

Al respecto, este superior Tribunal provincial ha sostenido que resulta insuficiente el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley que no rebate los argumentos del juzgador, limitándose a exponer de modo paralelo y en forma genérica su opinión discrepante con el fallo sin hacerse cargo de las concretas razones que sustentan al mismo (conf. Ac. 75.787, sent. del 27-II-2002; Ac. 82.156, sent. del 10-XII-2003; C. 98.912, sent. del 3-X-2007).

IV.Por último, con relación a los agravios referidos al lucro cesante sufrido por la actora, como asimismo, al futuro, adhiero a lo expuesto por el doctor Negri en el apartado V de su voto.

V. En virtud de todo lo reseñado, considero que debe rechazarse el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido; con costas (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

Adhiero al voto del doctor Negri en cuanto concluye, tras verificar el absurdo incurrido por la Cámara de Apelación y que fuera denunciado por el quejoso, que en el caso los daños reclamados, en la extensión que han sido reconocidos en las instancias anteriores, tienen como causa exclusiva la conducta de la demandada Provincia de Buenos Aires, debiendo en consecuencia responder ésta por la totalidad de las sumas reconocidas en la condena. En razón de ello, coincido en que el tópico relacionado con la solidaridad de los coautores del daño ha caído en abstracto.

Me sumo también a las consideraciones desplegadas por el colega de primer sufragio (v. punto V de su voto), para dar respuesta adversa a los agravios (fs. 1588/1591) vinculados con la limitación de la cuantía económica de la indemnización.

En cuanto a las costas, su paga debe cargarse a la parte accionada habida cuenta que ha resultado sustancialmente vencida (arts. 68 y 289 del C.P.C.C.).

Con el alcance expuesto, voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1. El recurso en tratamiento no logra demostrar la infracción normativa pregonada ni el absurdo que denuncia. Por tal motivo, adhiero al voto del doctor Pettigiani.

a. He de adunar -como factor apuntalado en la solución propuesta- que el vicio de absurdo que denuncia el recurrente requiere la constatación de un desarreglo en la base del pensamiento, una falla palmaria del raciocinio, es decir, un error extremo.No se alcanza tal estándar cuando el análisis efectuado por el tribunal -sobre cuestiones de hecho y de prueba- pueda resultar opinable o discutible, pues tal circunstancia es insuficiente para tener por demostrado el razonamiento viciado (causa L. 85.097, sent. de 7-III-2007, entre otras).

En la especie, la conclusión central del a quo, referida a que las obras realizadas en las Provincias de La Pampa y Córdoba han actuado -más allá de algún desliz terminológico- con eficacia de causalidad adecuada, junto con las realizadas por la Dirección de Hidráulica de la Provincia de Buenos Aires, determinando la generación de los anegamientos que produjeron el daño cuya reparación demanda el accionante, no traduce un resultado absurdo a tenor de las constancias de la causa, analizadas en los apartados V y VI del fallo impugnado (v. fs. 1555 vta./1560). Puntualmente, la Cámara atribuyó a dichas obras, no sólo haber generado un desvío en el curso natural, sino fundamentalmente haber ocasionado "un aumento del volumen del fluyente líquido que, a mayor velocidad y concentración, comenzó a ingresar en la Provincia de Buenos Aires" (v. fs. 1558) en "magnitudes desproporcionadas" (fs. 1558 vta.).

El recurrente no ha intentado rebatir tal parcela, pues la argumentación desarrollada a fs. 1585/1587 nada refiere en punto al aumento del caudal verificado a raíz de las obras efectuadas allende los límites de esta Provincia. Ello da por tierra con el postulado central del recurso, impidiendo afirmar, con el grado de contundencia que requiere la configuración del absurdo, que las obras realizadas por la Provincia de Buenos Aires produjeron la ruptura total de la cadena causal iniciada en el ámbito de las otras provincias, determinando una nueva y autónoma, a la vez que eliminando la aptitud dañosa de aquellos otros actos. De tal modo, queda revelada la insuficiencia técnica del recurso, que orientado a cuestionar las conclusiones expuestas por el a quo sobre típicas cuestiones de hecho y de prueba, no demuestra la existencia de absurdo.

b.En lo que respecta a la alegada violación de los arts. 1112, 1109, 699 y concordantes del Código Civil, el recurrente arguye que la concurrencia causal -entre la demandada y terceros- en la producción del daño, en rigor denota la existencia de un supuesto de coautoría, lo que -asevera- hace procedente la solidaridad que entre los coautores de un hecho ilícito estatuye el art. 1109 del citado ordenamiento.

Partiendo de tal premisa, sostiene que la víctima se encuentra habilitada para reclamar la indemnización íntegra a cualquiera de los coautores o copartícipes, sin perjuicio de las eventuales acciones de recupero entre estos últimos (v. fs. 1587/1589).

La protesta ensayada en tales términos no es de recibo.

i] El fallo en crisis atribuyó responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires por las inundaciones sufridas en el campo del actor, juzgando que el obrar provincial concurrió en el cincuenta por ciento en la producción de los anegamientos que afectan la propiedad del accionante, porcentaje en el cual condenó a la demandada (v. fs. 1559 vta./1560).

ii] Ahora bien, en forma expresa el tribunal de grado destacó que el fundamento de la responsabilidad estatal aquí debatida "no se base en la omisión de acciones o servicios que debió prestar la provincia, sino en los daños que por accionar lícito, en resguardo del interés de algunos, ha producido a otros integrantes de la comunidad" (v. fs. 1554), aspecto del pronunciamiento que se encuentra firme y consentido.

En este contexto, no encuentro adecuado invocar el art. 1109 del Código Civil. Su aplicabilidad directa queda descartada con la sola lectura del precepto, relativo a los supuestos en que concurre "la culpa o negligencia [por la que se] ocasiona un daño a otro". De tal modo, claramente contempla la responsabilidad solidaria de los coautores de un cuasidelito civil, supuesto ajeno al aquí debatido, donde -reitero- se ha condenado al Estado provincial por los daños irrogados por su actividad "lícita", no habiendo el interesado esgrimido ni desarrollado argumento alguno que justificara su extensión.

c.Por lo demás, adhiero al punto IV del voto del doctor Pettigiani.

Voto por la negativa.

El señor Juez doctor Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votó también por la negativa.

La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó también por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se hace lugar parcialmente al recurso extraordinario interpuesto y, en consecuencia, la sentencia impugnada ha de ser revocada en cuanto limita la responsabilidad de la Provincia de Buenos Aires al cincuenta por ciento, debiendo el Estado provincial responder íntegramente por el daño causado, con costas a la demandada vencida (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

El depósito previo de $ 2.500, efectuado a fs. 1577, habrá de ser reintegrado al recurrente (art. 293 , C.P.C.C.).

Notifíquese y devuélvase.

EDUARDO JULIO PETTIGIANI

EDUARDO NESTOR DE LAZZARI

HECTOR NEGRI

DANIEL FERNANDO SORIA

JUAN CARLOS HITTERS

LUIS ESTEBAN GENOUD

HILDA KOGAN

CARLOS E. CAMPS

Secretario

